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			PRÓLOGO

			
			Para algunos puede parecer peregrino volver sobre estos temas de la tierra y sus diversas relaciones con el conflicto, el desarrollo y las políticas. Esta fue una discusión archivada en bibliotecas durante los últimos 25 años, pero durante el gobierno de Santos y el proceso en La Habana, ha vuelto al debate público como tema fundamental en la búsqueda de salidas al conflicto, la consecución de la equidad y el desarrollo rural.

			Las reflexiones de este texto son una síntesis de varios mis trabajos y conferencias, completados con lecturas de varios autores, documentos de entidades y análisis de distintos actores y escenarios. En el libro se organizan ideas, discusiones y análisis que considero útiles en la actual coyuntura y el inmediato futuro. 

			Estas notas buscan ser un texto práctico para informar y discutir un tema descuidado por muchos, pero que persiste como una gran frustración en la memoria de los campesinos y pobladores rurales. Ni el Estado, ni la sociedad colombiana pueden eludir una reflexión seria sobre el significado de una política integral que no se quede en la restitución de tierras a los desplazados y el acceso a ella a través del mercado. La cuestión es más compleja, y pasa por fortalecer la acción de lo público en lo rural y por una decisión política que alivie definitivamente el problema de la tierra, lo que implica disminuir el conflicto rural y favorecer el crecimiento y desarrollo sostenible del campo como principio de estabilización de la sociedad rural. 

			Para otros, puede ser extraño volver sobre el tema de la tierra cuando las realidades económicas indican que la participación de su renta en el Producto Interno Bruto (PIB) nacional y sectorial tiende a disminuir con el desarrollo. Además de eso, debe considerarse que la tierra genera ganancias ocasionales por la especulación alimentada por la demanda de la clase media y alta urbana, inversiones que prácticamente están libres de impuestos. Asimismo, la tierra rural se usa para vivienda con alta valorización (urbanización del campo), es usada para lavar dineros del narcotráfico y sus precios se vuelven escandalosos cuando se construye una vía o se incorporan otras infraestructuras. Si hoy tienen más valor la tecnología, el capital y el conocimiento, como factores productivos y de competitividad, que la tierra misma —que es la que genera esas plusvalías—, entonces ¿por qué la tierra es tan apreciada en esta sociedad, e incluso codiciada por élites, inversionistas extranjeros y grupos ilegales, y da lugar a tantas violencias y conflictos?  

			Para responder a esta pregunta se debe considerar un hecho aparentemente más controvertible y que a primera vista no explica la codicia por la tierra como bien productivo en sí: la tierra ya no importa mucho para las élites, pues lo que está en juego en el conflicto y en su proyecto de sociedad es el territorio, no la tierra como tal. Y entonces la respuesta es clara: la apropiación de la tierra es un instrumento para el control del territorio. La idea del territorio, no de la tierra, es consustancial al proceso de globalización, pues lo que compite no es una finca sino el conjunto del territorio como unidades sociales, económicas y políticas. Lo que finalmente importa en el proceso de acumulación global es tener el dominio del territorio y de la población. De ahí que lo que se destaca no es la valoración económica de la tierra, como ocurría en los años sesenta y setenta del siglo pasado (y en épocas anteriores), sino su valoración política y estratégica al constituirse en instrumento del control territorial. 

			Por lo pronto, espero que el balance y la síntesis de un problema tan complejo llame la atención de las nuevas generaciones urbanas que han vivido ajenas a las problemáticas rurales y sus conflictos. Las reflexiones de este libro forman parte de la memoria de un fenómeno estructural conservada en la mente de la mayoría de los habitantes rurales, y de académicos interesados en el tema. Estas reflexiones no buscan convertirse en un testamento histórico; son notas prácticas, concisas, que quieren contribuir a la creación de una conciencia en la sociedad colombiana sobre la necesidad de resolver el problema de tierras para avanzar en la modernización y construcción de una paz estable y sólida.

			El libro se compone de cinco capítulos. En el primero hay un esbozo histórico sobre las políticas de tierras desde la Independencia hasta la expedición de la Ley 135 de 1961 sobre reforma agraria, y que denominamos —un poco arbitrariamente— como el momento en que comienza la modernidad. El segundo, se centra en la descripción de las políticas de tierras en el proceso de modernización desde la Ley 135 de 1961 al inicio del gobierno de Juan Manuel Santos en el 2010. En el tercero, se presentan las políticas durante los dos periodos de Santos, cuando se trazó una ruta para su implementación en el largo plazo. En el cuarto capítulo se incluyen algunos aspectos sobre la problemática de tierras, los conflictos y el desarrollo. Y en el quinto, se discute la relación de la tierra con el problema de seguridad alimentaria y los derechos de propiedad. Al final se hace una breve reflexión sobre los problemas tratados en este último capítulo. 

			Agradezco los comentarios y sugerencias realizados por Mariano Arango, que con mucho tino hizo una lectura de este texto en una versión preliminar, así como las observaciones del economista Carlos Eduardo Vargas en algunos aspectos referentes a la reforma institucional.

		


		
			CAPÍTULO I

			LA PREMODERNIDAD: POLÍTICA DE TIERRAS DEL SIGLO XIX A LA LEY 135 DE 1961

			





			El proceso histórico de Colombia en materia de tierras ha sido largo y se resume en el paso del control de la tierra por el latifundio tradicional y la lucha campesina por la tierra, al control de los territorios y la población por los grupos armados, bandas criminales y el capital. La política pública ha evolucionado desde la titulación de baldíos, que continúa hasta hoy (aunque en otro contexto), los intentos fracasados de reforma agraria y la operación del mercado de tierras con subsidios, a un debate sobre las posibilidades de avanzar en la redistribución de algunas tierras, hacer una mejor explotación del suelo y fortalecer y ampliar las oportunidades para las agriculturas familiares, así como a las políticas de restitución de tierras a los despojados. Todo ese tránsito se da en medio de un conflicto armado relacionado con el acceso a la tierra, especialmente desde los años cincuenta del siglo pasado, pero esas relaciones han variado y se han desdibujado en la violencia.

			Colombia pasó de una estructura agraria del tipo latifundio-minifundio generada especialmente desde inicios del siglo XIX, y fortalecida con el otorgamiento de baldíos por el Estado sin criterios definidos, a una estructura de tenencia multimodal (definida por el peso relativo de los diversos tamaños de propiedad) que registra los mismos conflictos y características de la estructura tradicional. Históricamente se sostuvo el mito de la estructura latifundio-minifundio como lo dominante en el paisaje agrario; hoy esta idea no se sustenta, como característica general, con los datos existentes, pese a que siguen existiendo latifundios, muchos de ellos trasformados. Si los tamaños de propiedad se convierten en términos de su capacidad de generar ingresos (Unidades Agrícolas Familiares, UAF), es más claro que la gran propiedad no tiene hoy un dominio absoluto en la estructura, y que la pequeña y la mediana son más importantes de lo que se pensaba1. 

			La verdadera historia de la estructura de la tenencia de la tierra en Colombia aún está por escribirse, así como la de los conflictos por la tierra, el tipo de actores sociales participantes en esos procesos, y la relación de la tierra con el conflicto armado. Se tienen relatos sueltos, discontinuos y parciales. Gracias al tesón y persistencia de algunos investigadores y unas pocas entidades, el país apenas se está enterando de la existencia de un problema agrario complejo. Las referencias que tienen la mayoría de las personas son simplistas y se reducen a considerar un conflicto entre campesinos y terratenientes, donde sobresalen la concentración de la propiedad, el poder de los terratenientes y la pobreza rural.

			Hasta hace poco el país no tenía una información cierta que le permitiera cuantificar y cualificar el problema de tierras. Incluso el censo elaborado en el 2014, y publicado parcialmente en el 2015 y 2016, deja muchos interrogantes y asuntos pendientes de investigación, para una reflexión más completa sobre el tema.

			LA POLÍTICA DE TIERRAS EN EL SIGLO XIX2 

			El proceso de apropiación de la tierra en Colombia lleva más de dos siglos sin finiquitar de una manera clara, confiable y sin conflictos. Esto es así, pues empezando el siglo XIX no estaban definidos claramente los títulos de propiedad sobre la tierra después de las concesiones realengas y las capitulaciones otorgadas en el periodo colonial. Y aún después de la Independencia y comienzos del siglo XX, el país no disponía de un catastro nacional. La Ley 110 de 1912 (Código Fiscal) permitía incluir en las concesiones de tierra una cláusula que hacía responsables a los solicitantes de verificar si los predios que pretendían eran realmente de dominio público y no propiedades privadas. Durante el siglo XX y lo corrido del XXI no se pudieron clarificar los derechos de propiedad; aún hoy, el mismo Estado no sabe cuántos baldíos están en su poder, mientras que los agentes privados no tienen la certeza de que sus predios tengan títulos de propiedad plenamente legítimos. En la actualidad la condición jurídica de los predios rurales es más un interrogante que una realidad. 

			Las políticas de tierras en el siglo XIX tienen antecedentes bien conocidos en la conquista y la colonia, sobre los cuales existen textos elaborados por historiadores que permiten conocer las vicisitudes de la apropiación de las tierras existentes hasta el establecimiento de la República y la independencia. En esta sección se omiten esos antecedentes sobre la estructura agraria colonial, y se sugiere a los lectores realizar una revisión de los principales textos sobre la historia de Colombia y el periodo colonial3. 

			Cuando se obtuvo la Independencia, la tierra estaba ya concentrada en una reducida casta terrateniente, no necesariamente con títulos ajustados a la ley. Las principales zonas aptas para la actividad agrícola habían pasado a manos del sector privado, pero existían todavía grandes extensiones en la frontera por asignar y legalizar. Ellas fueron objeto de una carrera por su apropiación durante todo el siglo XIX y primera mitad del siglo XX, constituida en una verdadera pesca y bazar donde se feriaron las mejores tierras disponibles, reforzando la república señorial que tan bien describió a mediados del siglo XX Antonio García4. 

			El siglo XIX es la centuria del reparto alegre de las tierras públicas, tal como lo fue durante la colonia el otorgamiento de tierras realengas, las capitulaciones y la composición, que transfirieron grandes extensiones a unos pocos propietarios. Puede decirse que la Corona española tenía más claridad y orden en el proceso de reparto y concesiones de tierras que la República, así las normas no se cumplieran a cabalidad. Como en la colonia, el Estado mantuvo en el siglo XIX la política de entrega de la tierra condicionada a la morada y labor; disposición que no siempre se cumplía, pero constituyó uno de los principios básicos de toda la legislación durante los siglos XIX y XX. Esa norma se estableció a partir de las leyes de 1874 y 1882, pues desde 1819 hasta 1874 la entrega de baldíos se hacía por bonos territoriales, a excepción de las adjudicaciones a pobladores y a pequeños colonos hasta diez fanegadas, en explotación económica y con hogar.

			PRIMERA MITAD DEL SIGLO XIX

			El periodo republicano iniciado a partir de 1820 encuentra un legado colonial caracterizado por un monopolio sobre la tierra sustentado por títulos jurídicos, muchos de ellos de dudosa procedencia, y con delimitaciones de linderos muy precarios e inespecíficos, como indican Uribe y Álvarez5. Y como ellos anotan, el monopolio sobre la tierra no se planteó como el problema, ni en los primeros años de la vida independiente ni antes. Más bien, dicen que “Se discutía, ante todo, el régimen fiscalista e impositivo que gravaba la producción agraria con tributos como los diezmos, los impuestos a las exportaciones agrícolas, los monopolios estatales que regían sobre algunos productos como el tabaco […] el aguardiente”6. 

			Hasta mediados del siglo XIX los esfuerzos legislativos estuvieron puestos en la eliminación de esos rezagos coloniales, junto con el reparto de baldíos, la eliminación de formas corporativas que eran ataduras precapitalistas que no permitían movilizar las tierras hacia el mercado o privatizarlas (descorporativizacion de la tierra), como el caso de los resguardos, los mayorazgos, las propiedades eclesiásticas y civiles gravadas por censos. Y por supuesto la atención estatal se centró en el pago de la deuda pública. 

			En las primeras décadas del siglo XIX la política de baldíos giró alrededor del poblamiento y el uso de esos bienes como un recurso fiscal para pagar la creciente deuda adquirida por el Estado en las guerras de Independencia, y las que siguieron a esta. Uribe y Álvarez llaman la atención sobre el mito del latifundio formado con las tierras públicas, al advertir que la entrega de terrenos a precios ínfimos a los militares de alta graduación, a prestamistas externos e internos y a concesionarios de caminos públicos no necesariamente reforzó el latifundio. En muchas oportunidades, como ellos lo ilustran, se usaron para colonizaciones privadas que permitieron a colonos hacerse a una propiedad a cambio de contribuir en la construcción de caminos7. Pero también indican que en otras oportunidades se usaron, no como instrumento de acumulación de tierras, sino como una manera de acceder a recursos mineros y maderas. Las mismas compañías constructoras de vías promovieron la colonización y eran conscientes de la valorización de las tierras que venía con el poblamiento, como ocurrió en Antioquia.

			En los primeros años de la República hubo tres modalidades de entrega de baldíos: a) asignaciones para el pago de la deuda pública, b) la construcción de obras públicas y c) el fomento y ampliación de la frontera agrícola8. Así se inició la feria de los baldíos en el siglo XIX.

			El reparto de baldíos empezó con la Ley 13 de 1821, que estableció su adjudicación a quienes los estuvieran trabajando con un año de plazo para registrar la propiedad. En 1823 el Congreso inició el proceso de destinación de tierras para entregar a migrantes europeos, con tres millones de fanegadas; como los migrantes no llegaron, empresarios nacionales y extranjeros se las apropiaron a cambio de bonos del tesoro9. A partir de allí se generó un proceso donde la improvisación, ensayos y errores se hicieron frecuentes, pasando por ejemplo por la idea de establecer una lotería estatal para obtener recursos, en la que el premio eran las tierras públicas. La especulación con bonos de deuda pública fue el principal factor concentrador de la tierra desde 1819 a 1850, además del corrimiento de cercas de baldíos vecinos por parte de grandes propietarios.

			La crisis fiscal del Estado fue recurrente durante casi todo el siglo XIX y los baldíos fueron una ayuda valiosa para sortear el pago de la deuda. Hacia los años veinte las rentas del Estado (tabaco, oro y aduanas) estaban hipotecadas como garantía de la deuda y de sus intereses. Además estaba la necesidad de pagar los servicios de la guerra a los militares en las guerras de Independencia, de allí que los baldíos eran un mecanismo viable en manos del Estado para enfrentar esos compromisos. Entre 1848 y 1875 hubo una bonanza tabacalera y exportaciones importantes de quina, café, oro y sombreros, pero ello favoreció a los comerciantes y no al Estado. Los neoliberales de entonces (Florentino González y sus amigos) prohibieron los impuestos a las exportaciones, a diferencia de la mayoría de los países exportadores de productos primarios, en los que el comercio de importación y exportación representaba los principales renglones fiscales.

			La Ley 29 y 13 de octubre de 1921 dispuso pagar los servicios de la guerra con los bienes confiscados a los españoles, complementados con tierras baldías10. Pero fue en 1826 (Ley 22 de mayo de 1826) cuando se articularon de manera definitiva los baldíos a la amortización de la deuda pública. Y en la década del treinta la política permitió el otorgamiento de baldíos a cambio de bonos de la deuda externa y la Ley 20 de abril de 1838 dispuso la venta de bonos por dinero o por vales de deuda (interna y externa). En la Gran Colombia, por iniciativa de Bolívar, se asignó gran cantidad de baldíos para fomentar la inmigración extranjera, sin resultados positivos.

			Las leyes de 1838 y 1839 cambiaron la política de fomento a la migración para destinar las tierras baldías al pago del servicio de la deuda externa. Lo mismo sucedió con leyes sucesivas en 1843 y 1853. Entre 1823 y 1850 la política de baldíos estuvo concentrada en el interés por la migración europea, la promoción de vías de comunicación y el fomento a la colonización interna. 

			Con la Ley de 1838 y el denominado Convenio Ordóñez de 1845, se activó el mercado de bonos de deuda en toda la República. Así los grandes prestamistas del Estado (internos y externos) se hicieron adjudicar inmensas extensiones de tierras baldías a un precio ínfimo11. Otros actores sociales distintos a los militares, como casas de comercio exterior, mineros-comerciantes antioqueños y quienes querían tierras compraron en los mercados especulativos bonos y vales que se vendían por lo general por debajo de valor nominal (a un 5%), accediendo a tierras públicas a bajo precio. El Estado terminó así estimulando y articulando el capital mercantil al especulativo como dicen los autores mencionados. Estas adjudicaciones se hicieron con gran liberalidad, arbitrariamente y con límites imprecisos de las propiedades que dieron origen a conflictos posteriores. No solo fue el Estado central el que entregó esos bienes públicos, también las Cámaras Provinciales desde 1834, por expresa autorización del Estado, para promover el poblamiento y distribuir la tierra. Ese proceso se acentuó con la creación de los Estados federales entre 1856 y 1858.

			El otro canal de entrega de baldíos a los privados fue el de las obras públicas (construcción de caminos, canales, puentes y ferrocarriles), las cuales no siempre se realizaban, y estaban guiadas por el interés mercantil, más que por la formación de baldíos. Cerca del 8% de los baldíos se entregaron por este concepto entre 1827-1881 según se indica en la Memoria de Hacienda de 1881. Para estas obras se aportaron además recursos en efectivo, tanto nacionales como provinciales, además de fuerza de trabajo de prisioneros, o “servicio personal subsidiario”, un impuesto a que estaban obligados todos los hombres mayores de 21 años (trabajar en caminos públicos ciertos días de la semana)12. Todo ello era una manera de subsidiar la construcción de obras públicas. Estos procesos incentivaron el poblamiento y la colonización espontánea.

			La política de asignación de baldíos no solamente apuntaba a la formación de propiedades privadas y por ende a un mercado de tierras; también tuvo que ver con la intencionalidad del Estado de controlar los territorios vacíos y vírgenes, ejercer el control económico de ellos, poblarlos e incorporarlos a la producción. No se trataba solamente de un interés económico o de acumulación de tierras en manos privadas, también se refería ese proceso al interés político de instituir un Estado y una nación moderna13. La entrega de baldíos a pobladores, principalmente antioqueños, pero también en otros Estados soberanos, donde se originó desde 1910 la consolidación de las exportaciones de café, permitió el despegue económico del país y su ligazón el mercado mundial. Ello no niega el hecho de que lo entregado a esos colonos fue menos del 20% de las tierras adjudicadas, aunque muchas de ellas fueron compradas por colonos a los tenedores de bonos de tierras. 

			El siglo XIX es también la centuria de la oficialización de un proceso de despojo de las tierras de los indígenas con diversas medidas legislativas que fueron destruyendo los resguardos y convirtiendo los indígenas en mano de obra para las labores agrícolas, fuera como asalariados o arrendatarios14. Ese proceso de despojo se mantuvo durante todo el siglo XIX y XX, y aún hoy existen comunidades indígenas reclamando tierras despojadas durante el conflicto más reciente. Ese proceso se inició en 1820 con el decreto del 5 de junio, y en 1821 en el Congreso de Cúcuta, y después se destacan otras disposiciones a partir de 1828, todas en el sentido de privatizar los resguardos, con algunas diferencias regionales.

			En 1848 la situación de los resguardos era muy confusa, y por eso se tomó la decisión por la Ley 3 del 22 de junio de 1850 de descentralizar las decisiones dando a las Cámaras Provinciales la facultad para arreglar todo lo relativo a los resguardos. La Ley 22 de junio de 1850 reglamentó esa disposición, con lo cual se abandonó la política proteccionista hacia los indígenas. Pero la introducción de esa tierra al mercado se logró a medias15.

			La privatización de los resguardos no requirió muchos esfuerzos de los legisladores para ponerse de acuerdo en ese despojo. Como indica Uribe y Álvarez, “La decisión sobre los resguardos, otra forma de propiedad corporativa que se privatizó, tampoco significó desacuerdos muy grandes entre los legisladores pues los indígenas ni siquiera eran reconocidos como ciudadanos, ni mucho menos tuvieron voceros oficiosos en las cámaras legislativas que cuestionaran estas propuestas, únicamente consideradas como beneficiosas y modernizantes por los representantes [populares]”16. 

			SEGUNDA MITAD DEL SIGLO XIX

			En el periodo 1850-1890, las preocupaciones giraron alrededor del uso de baldíos para el pago de la deuda externa, su adjudicación a pobladores, y el fomento de vías. Además, continuó el uso de los bonos de deuda pública y la entrega de tierras para el pago de favores a militares, la concesión de tierras para la explotación de bosques, minas y productos agrícolas de exportación. También se abrió la entrega de tierras a los Estados Federados a partir de 1853, la concesión del suelo y el subsuelo (excepto la sal, las esmeraldas y el oro), y la libertad de la explotación de los bosques naturales17,18. 

			De las medidas implementadas a partir de 1850 sobre política de tierras merecen recordarse: a) la desamortización de bienes de manos muertas en 1861 que lanzó al mercado tierras que estaban en manos de la Iglesia y de comunidades religiosas, sin que ellas hubieran llegado a manos de colonos y campesinos; b) el inicio de la política de colonización con pequeños propietarios que accedían a la propiedad a través de la ley de marzo de 1863, la cual ratifica que el derecho de propiedad se adquiere, para los que hayan cultivado hasta 10 fanegadas de baldíos, por el hecho mismo de establecerse en ellas haciendo casa de habitación; c) Código Fiscal de 1873, que ordena el uso de las tierras baldías; d) Ley 61 de 1874, que ratifica los derechos de propiedad de los que exploten baldíos, complementada con la Ley 48 de 1882, que ordena que el ministerio público ampare de oficio a los cultivadores y pobladores en su posesión; los baldíos asignados volverían al Estado si en diez años no se había establecido en ellos alguna industria agrícola o pecuaria (extinción de dominio).

			La política cambió después de 1870 con el auge exportador y la legislación se adaptó para otorgar títulos a quienes cultivaran individualmente la tierra, con algunas restricciones; ello expandió hasta 1930 la conformación de colonos y campesinos independientes que poseían un porcentaje muy limitado de la tierra disponible. Con ello se estimulaba el desarrollo de la agricultura, pero también era claro que la sola adjudicación no garantizaba el uso económico del suelo, así lo percibieron los políticos de fines del siglo y la nueva política en alguna medida buscaba prevenir la formación de latifundios en regiones nuevas19. El interés de las élites en la tierra iba parejo con el auge exportador.

			En todo este proceso se formó un grupo numeroso de colonos que carecían de títulos legales de tierra (informalidad de derechos de propiedad), y se distinguía de los campesinos que habían accedido a dicho privilegio. Había muchos costos ocultos, como los llama LeGrand, que impedían a los pobres hacerse a un título de propiedad: costos de agrimensura, pago de abogado para redactar el memorial, costos del papel sellado, estampillas de correo y el registro de la propiedad; además del pago de los viáticos de los testigos y autoridades que debían viajar desde el municipio hasta la parcela, y las demoras interminables de los procesos. 

			El auge de las concesiones se avivó en las guerras de finales del siglo y el proceso continuó a comienzos del siglo XX. El país terminó el siglo XIX con miles de campesinos sin tierra que trabajaban como peones mal pagados, la mayoría semisiervos y con obligaciones extraeconómicas hacia los propietarios, con una clase terrateniente ávida de acumulación y valorización de las tierras como medio fundamental de riqueza y poder en una sociedad de rasgos señoriales.

			Según LeGrand20, en los cien años entre 1830-1930 el gobierno aprobó unas 5.500 concesiones de tierras públicas por un total de 3.300.000 hectáreas. Y anota:

			“Si los títulos de tierras públicas se desglosan por tamaños, la concentración de la tierra, característica de la segunda etapa del desarrollo de la frontera agrícola, se hace evidente. De todos los territorios concedidos por el gobierno colombiano a individuos privados o corporaciones desde 1830 hasta 1930, el ochenta por ciento estaba dividido en propiedades de mil o más hectáreas. Menos del cinco por ciento de los títulos de tierras fueron a propiedades menores de cien hectáreas. Estas estadísticas indican que la privatización de las tierras públicas reforzó el predominio de la gran propiedad. Las concesiones de las grandes propiedades se hicieron más comunes en las tierras de engorde de ganado que en las regiones cafeteras; sin embargo, aún en Caldas, tan estrechamente asociada con una frontera cafetera democrática, casi el treinta por ciento de los títulos de tierra fueron a propiedades mayores de mil hectáreas en tamaño”.

			Pero la adjudicación de baldíos tuvo limitaciones en las extensiones otorgadas a fines del siglo XIX, que permitía a los desposeídos de tierras acceder a baldíos de manera individual por lo general de hasta diez fanegadas con vivienda y explotación económica, límite que fue eliminado por la Ley 61 de 1874. Antes obtenían derechos de propiedad como miembros de grandes colonias o poblaciones, que estimulaban la ocupación territorial de áreas deshabitadas; ello fue muy exitoso en el caso de la colonización antioqueña entre 1860-189021, aunque desde 1836 la legislación también favoreció a colonias de pobladores. 

			No puede afirmarse que el Estado y los diferentes gobiernos tenían claridad y visión de largo plazo, y menos un proyecto nacional que sirviera de guía para la política de baldíos. Si consideramos que la legislación representa una intencionalidad política, la política de baldíos fue caótica, incoherente y cambiante según los intereses de los grupos en el poder. Más que una política de Estado fue una política casuística de los diferentes gobiernos en medio de la permanente inestabilidad política e institucional del siglo XIX. Solo cuando se expidió el Código Fiscal de 1873, y luego el de 1912, la política de tierras y baldíos se acercó más a una política de Estado que de gobierno. Pero esta fue objeto de continuos ajustes en el transcurso del siglo XX y, aun hoy, sin que pueda decirse que había claridad sobre la destinación de las tierras públicas; así lo confirma el análisis realizado recientemente por Sánchez y Villalobos22.

			Durante todo el siglo XIX, pese a las guerras civiles y las continuas contiendas de los poderes políticos caudillistas y regionales23, el Estado procuró, con un éxito apenas relativo, formalizar y legalizar los títulos de propiedad para darle claridad al derecho de propiedad como una de las instituciones básicas de la República. Para el manejo del problema de tierras y baldíos se configuró una estructura institucional donde compartían responsabilidades varias instancias del Ejecutivo, generando una descoordinación y confusión, que en algunos casos condujo a serios conflictos entre empresas beneficiarias de concesiones de tierras baldías. 

			Como se deduce de las anteriores aseveraciones, durante la República decimonónica se siguieron varios criterios para asignar las tierras: el pago de deudas públicas y de favores patrióticos a militares, los procesos de poblamiento, la explotación económica para la exportación y el aumento de la producción para el consumo interno, y la construcción de infraestructura. El Estado utilizó los baldíos como un instrumento para alcanzar diversos objetivos, dado que se constituían en la única riqueza apetecible en manos del Estado y eran un bien valorizable que permitiría la generación de grandes fortunas. La tierra se entregó en su gran mayoría a terratenientes tradicionales y especuladores, incluyendo hombres de empresa; los colonos obtuvieron la parte marginal con grandes dificultades y altos costos de transacción24. Provincias, cantones, colegios, parroquias, personas y compañías accedieron a la propiedad pública mediante mecanismos muy diversos. 

			Las guerras civiles del siglo XIX, que tuvieron muchas causas y elementos diferenciadores, ayudaron a la concentración de la propiedad rural y a los intereses del latifundio. Fue frecuente que los gobiernos para financiar las arcas públicas expidieran bonos de deuda pública, exigibles en tierras que se aunaban con las bonificaciones otorgadas a los generales vencedores en las guerras civiles, a los oficiales y a los soldados, lo mismo que a los empleados del Estado, a los que se les pagaba parte del salario en bonos redimibles en tierras. Esto constituyó una fuente de concentración de la propiedad en manos de unos pocos privilegiados25. 

			La política de concesiones y venta de baldíos por el Estado, las expropiaciones que generaban las guerras y la operación de un mercado incompleto e imperfecto de tierras se combinaron para conformar una estructura agraria fundamentada en la concentración y el control de la propiedad rural por parte de terratenientes, comerciantes, capitalistas, políticos, militares y compañías extranjeras. Lo anterior se hizo gracias a los baldíos que la nación ferió, sin tener en cuenta su valor para el desarrollo económico, social y político del país, y sin consideración de las necesidades de colonos y campesinos, que fueron los perdedores en ese proceso (la excepción es quizás la colonización antioqueña en el occidente cafetero). Este fenómeno estuvo aparejado con el desarrollo de una economía de subsistencia de colonos y campesinos excluidos de la tierra que el Estado atendió marginalmente a fines del siglo XIX, lo que constituyó un escenario apropiado para el desarrollo de conflictos sobre la tierra. El Estado y las élites rurales y urbanas (con intereses sobre la tierra) estimularon esos conflictos.

			Una mirada a la legislación sobre baldíos permite inferir un hecho irrefutable: el Estado estimuló y consintió una estructura de propiedad bimodal desde la Independencia que marcó la institucionalización de la desigualdad, la exclusión en el sector rural, la proliferación de conflictos alrededor de la tierra y las dudas sobre la legitimidad de los derechos de propiedad. Desde la Colonia, el país muestra un legado de concentración de la propiedad que no se ha podido superar, con un alto costo para la sociedad. Las reformas de mitad de siglo XIX y la desamortización de bienes de manos muertas no alcanzaron a modificar esa estructura de la desigualdad ni los procesos irregulares de apropiación de la tierra26. 

			Una revisión de la información del siglo XIX permite aproximarse a una síntesis sobre las modalidades de acceso a la tierra que configuraron una estructura agraria bimodal de tipo latifundista con altos índices de concentración de la propiedad. Entre las principales modalidades están: 

			
					La venta de baldíos para pagar deuda pública (venta de bonos a cambio de tierras); 

					La entrega directa de baldíos; 

					El otorgamiento de tierras a militares en compensación a sus contribuciones a la independencia, o como botines de las guerras civiles; 

					El ofrecimiento de tierras a inmigrantes y empresas extranjeras que poblaran algunas regiones, que fue un gran fracaso durante la Gran Colombia; 

					El proceso de colonización interior por parte de empresarios y campesinos colonos (creación de poblados); 

					La entrega de tierras a colonos en pequeñas cantidades a partir de 1848 (menos de 10 fanegadas); 

					Las adjudicaciones y concesiones para la explotación de quina, caucho, tagua y otras especies (bosques nacionales) con destino a la exportación; 

					La entrega de baldíos a cambio de la construcción de obras públicas; 

					La entrega de baldíos para la explotación petrolera y minera a compañías extranjeras (complementaria a la explotación del subsuelo); 

					La ampliación de linderos y apropiaciones realizadas por terratenientes (particulares y empresas) usando la fuerza y artimañas legales,

					La falsificación de títulos, y el uso de instrumentos jurídicos (papel sellado) para hacer apropiaciones ilegales. 

					La des-corporativizacion de los resguardos indígenas para privatizarlos y poner sus tierras en el mercado. 

			

			POLÍTICA DE TIERRAS EN LA REPÚBLICA CONSERVADORA 1900-1930

			En este período, como en el siglo XIX, se introdujeron varios cambios en la política de tierras. El ciclo de reformas se cierra con la instauración de la república liberal en los años treinta, y en especial con la expedición de la Ley 200 de 1936 a raíz del debate nacional sobre el problema agrario. Se destacan varias normas sobre baldíos y el uso de los bosques nacionales. Las más importantes fueron: 

			
					La Ley 56 de 1905, que continuó en general la tradición de la legislación de fines del siglo XIX e introdujo algunos cambios; puede considerársele una norma de transición entre los dos códigos fiscales (el de 1873 y el de 1912); 

					el Código Fiscal de 1912 (Ley 110 de 1912), cuyo libro I se ocupa de los baldíos en su título II (arts. 44 a 108), proponiéndose unificar la legislación existente sobre ese tema, 

					la Ley 71 de 1917, que buscó contrarrestar la concentración de la tierra con adjudicaciones de menor tamaño, aclaró y modificó algunas aspectos del código fiscal; esta norma fue modificada por la Ley 47 de 1926; 

					la Ley 119 de 1919 les dio orden a las normas sobre bosques nacionales y su relación con la legislación de baldíos; 

					la Ley 74 de 1926 sobre parcelación de grandes predios explotados por arrendatarios, mayores de 500 hectáreas; 

					la sentencia de 1926 de la Corte Suprema de Justicia que exigió el título original de traspaso de la propiedad del Estado a los particulares para acreditar la propiedad (la prueba diabólica).



			En estas tres décadas se mantuvo la entrega de baldíos para la construcción de obras públicas y el fomento del poblamiento y se prohibió la expedición de bonos territoriales. No se observan adjudicaciones a militares por el pago de servicios, como tampoco grandes cesiones de terrenos a personas naturales; estas continuaron acumulando tierras a través de compras, ampliaciones de linderos y apropiación ilegal de baldíos, como en el pasado. En el periodo 1900-1936 se adjudicaron 1.320.413 hectáreas de baldíos, el 40% en la región central, según los cálculos de Villaveces y Sánchez27; pero en comparación con los periodos siguientes a la Ley 200 de 1936, las adjudicaciones (número de predios y hectáreas) fueron bajas. 

			En las primeras décadas del siglo XX el proceso de adjudicación “parece una respuesta a la pauta de colonización del siglo XIX, es decir, de legitimar y dar derechos de propiedad a colonos que, desde tiempo atrás, tenían vínculo con la tierra”28. Pero se olvida que la mayor parte de los baldíos se entregaron a grandes explotaciones con ganadería y tenedores de bonos territoriales, que se limitaron pero no se prohibieron ni se invalidó el stock de esos bonos. Este periodo se caracteriza por la intencionalidad gubernamental de mantener y reforzar la protección de los colonos y pequeños productores, pero sin afectar los intereses de los grandes propietarios y las empresas. Surgieron grandes confrontaciones entre colonos y terratenientes sobre las tierras baldías ocupadas; la gran propiedad continuó consolidándose y la estructura bimodal se mantuvo como el esquema básico de la estructura agraria, pues no hubo ningún intento de cambiarla. 

			De otra parte, a principios del siglo se configuró la Sociedad de Agricultores de Colombia (SAC), después de los intentos fracasados de organización de los agricultores a fines del siglo XIX; y surgió la Federación Nacional de Cafeteros en 1927. Ambos gremios jugarían un papel importante en los debates sobre la propiedad y la defensa de derechos, así como lo hicieron las primeras ligas y sindicatos agrarios reconocidos por el Estado (Ley 83 de 1931). Estos avances en la organización de los intereses sectoriales se reforzaron con la creación del Banco Agrícola Hipotecario en los años veinte, y de la Caja de Crédito Agrario, Industrial y Minero en 1931. Estas entidades fueron importantes para sustentar la política de parcelaciones de haciendas tradicionales después de la Ley 200 de 1936, como resultado de los procesos de modernización agraria que empezaban a moverse paulatinamente desde los años treinta.

			El debate sobre la tierra se acentuó a fines de los años veinte y durante los treinta a raíz de los conflictos agrarios y las transformaciones socioeconómicas relacionadas con la construcción de obras públicas en los años veinte, y el surgimiento de un sector industrial dinámico. La Ley 200 de 1936 fue la culminación de un período turbulento en el sector agrario; trató de poner orden y apaciguar los conflictos en el campo, buscando darles claridad a los derechos de propiedad y la posesión de terrenos baldíos.

			El fomento de la colonización y la defensa de los colonos fue una de las características de la política de tierras en las dos primeras décadas del siglo por gobiernos conservadores. Basta recordar entre otras las siguientes disposiciones: además del Código Fiscal de 1912, se expidieron normas que favorecían a los colonos como la Ley 71 de 1917, la Ley 85 de 1920, la Ley 114 de 1922, la Ley 100 de 1923, la Ley 52 de 1926, la Ley 47 de 1926 y la Ley 74 de 1926. Todas ellas fomentaban la colonización y, para 1928, el gobierno tenía definido un modelo de colonias agrícolas (Decreto 839 del 8 de mayo) con ayudas importantes del Estado. Se expidieron también normas que asignaban a algunos departamentos cantidades importantes de baldíos para fomentar la colonización.

			LOS CONFLICTOS DE TIERRAS

			Hacia los años veinte era evidente la carencia de un sistema de transporte que vinculara el desarticulado mercado interno. Hasta esa época la construcción de ferrocarriles y de vías de transporte se había orientado en lo fundamental al apoyo a las exportaciones primarias, y en especial del café. Fue el desarrollo de las vías de comunicación en esta década lo que propició los cambios más significativos en este período, según anota Bejarano29. El incremento en la capacidad del gasto público por el crédito externo y la indemnización del Canal de Panamá, el auge exportador y el mejoramiento en los términos de intercambio permitieron el emprendimiento de un programa de obras públicas que tendría repercusiones interesantes en el problema agrario.

			En el auge de los conflictos en el sector rural en los años veinte incidieron procesos como: el aumento de los precios de los alimentos y la ley de emergencia de 1927, que facilitó su importación, y la rebaja de aranceles; la valorización de las tierras, el desplazamiento de mano de obra del campo a los centros urbanos para la construcción de obras públicas; la poca claridad sobre la legitimidad de los títulos de propiedad rural; la expansión de la frontera agrícola, y la crisis cafetera de 1929-1930. También tuvo influencia el surgimiento de movimientos políticos que recogían las aspiraciones de los trabajadores y de las nuevas organizaciones, como el Partido Comunista y Socialista, el movimiento Animista de Gaitán y otros. Los conflictos agrarios se agudizaron en los años veinte y se mantuvieron hasta la expedición de la Ley 200 de 1936, cuando disminuyeron sin haber desaparecido. Entre 1925-1930 se registraron 71 conflictos rurales según la oficina General del Trabajo en 59 haciendas de 12 municipios, 36 de ellas eran cafeteras de la región de Tequendama y Sumapaz, y 41 de esas fincas fueron parceladas30. 

			Los conflictos rurales se iniciaron antes de los años veinte31, pero en esa década serán más pronunciados y pondrán al descubierto un problema agrario nacional que desbordaba la hacienda cafetera. A partir de 1924 se extendieron en la región cafetera de Cundinamarca y Tolima, donde los arrendatarios buscaban mejoras en las condiciones y contratos de trabajo. Después de 1925 estos trabajadores solicitaron sembrar café en sus propias parcelas32, con lo cual comenzaban a reclamar la propiedad sobre los predios, rehusándose a entregar trabajo gratis a los hacendados; muchos se vincularon al mercado para vender sus propios productos. Los conflictos adquirieron características violentas a partir de 1929 cuando las discusiones, además de lo señalado, giraron alrededor de la legitimidad de los títulos de propiedad. La crisis de los años treinta radicalizaría la posición de colonos, campesinos, arrendatarios y aparceros.

			La gran expansión de la frontera agrícola generada por el desarrollo de la economía agroexportadora de fines del siglo XIX y hasta 1930 estuvo centrada en la competencia entre terratenientes y campesinos para obtener el control de la tierra y el trabajo, como anota LeGrand. A partir de 1875 los colonos empezaron a organizarse para enfrentar el poder y el abuso de los grandes propietarios agrícolas y ganaderos, y si bien los conflictos eran más locales que nacionales, tenían un gran significado desde el punto de vista de los colonos en la defensa de sus intereses, pues les daban un sentido de legitimidad.

			Esta decisión de los colonos se fundamentó en la legislación expedida a partir de la Ley 61 de 1874 y la 48 de 1882, que fomentaba el uso productivo de las tierras públicas y establecía el principio de que quien cultivara o usara en ganadería la tierra pública era su dueño por derecho. 

			Señala LeGrand33: “Desde 1874 en adelante, los colonos amenazados por los empresarios trataron de alertar el gobierno sobre la violación de sus derechos legales. Los pobladores apelaban a las autoridades nacionales en memoriales que describen sus apuros, anotaban las ilegalidades en la conducta de los empresarios y pedían al gobierno protegerlos. Cientos de estos memoriales de los colonos enviados desde las regiones de frontera de todo el país se hallan en el Archivo Nacional” (volúmenes 1-78)34. 

			Los conflictos no siempre se llevaron sobre el papel. Hubo enfrentamientos violentos, y para asegurar el estatus del colono ante la ley, este debía permanecer en la tierra sin firmar contratos de arrendamiento, ante lo cual, como señala la autora, los dueños de tierras llamaban a las autoridades para que los expulsaran. Como indica de nuevo LeGrand:

			“En este punto los terratenientes respondieron con fuerza. Arrojaron semillas de pasto en las cosechas de los campesinos y echaron ganados a sus parcelas; destruyeron puentes para cortar el acceso a los mercados y llevaron a prisión a los líderes de los colonos bajo cargos falseados. Ocasionalmente, hacendados con inclinación a expandir sus propiedades también formaron bandas de vigilantes, las cuales intimidaban hasta a los más recalcitrantes colonos para hacerlos olvidar sus reclamos. Tales tácticas eran exitosas, obligando a los colonos a firmar los contratos de arriendo o a abandonar la región. En algunos lugares, sin embargo, los colonos rehusaron rendirse a sus reclamos”35.

			Según la autora, esta resistencia tendió a ser más fuerte donde había concentración de colonos y cuando encontraron aliados en las clases medias dispuestas a asumir su causa. Hubo tres tipos de aliados: los abogados locales o tinterilleros de pueblo que esperaban sacar beneficios informando a los colonos de sus derechos y escribiendo sus reclamos; los cultivadores de tierras públicas, quienes tenían conocimiento y recursos superiores a los de un campesino medio (comerciantes locales, artesanos o administradores); y ocasionalmente las autoridades locales36. 

			Cuando estos aliados actuaban en zonas con poblaciones de colonos poderosas, los conflictos duraron por décadas, como en Pandi y Prado (Tolima) y Belalcázar (Caldas). Pero las disputas también fueron notorias en la costa Atlántica y a lo largo del río Magdalena, en la llanura del Sinú y en la zona bananera donde actuaba la United Fruit Company desde los comienzos del siglo XX.

			El mapa que elaboró LeGrand sobre los conflictos es ilustrativo al respecto37. Y presenta también un panorama de los frentes principales de la expansión económica y el desarrollo de la frontera en Colombia en el período de expansión de la economía agroexportadora. Indica que el problema era nacional pero no se visibilizaba así, ello solo ocurrió en los treinta con el ascenso del Partido Liberal al poder.

			Era claro que aunque en la mayor parte de los casos los empresarios vencieron la resistencia de los colonos y los integraron a los haciendas, no se borró de su memoria la situación de desposesión, y por tanto la convicción personal y familiar de que las propiedades en las que trabajaban era ilegítimas. El resentimiento contra los terratenientes salió a flote en los años veinte y treinta del siglo XX, como resultado de un acumulado de conflictos que hizo metástasis en el organismo social de una república conservadora en declive. 

			En 1926 la Corte Suprema de Justicia salió al encuentro de esa duda de legitimidad de la propiedad, al reglamentar que la única prueba admisible de propiedad era el título original mediante el cual el Estado había enajenado el dominio de las tierras públicas, lo que se aplicaba también a los que decían tener títulos coloniales (Sentencia de la Sala de Negocios de la Corte Suprema de Justicia del 15 de abril de 1926). A esta sentencia se le denominó “la prueba diabólica”, pues no todos los propietarios podían demostrar que sus propiedades eran legítimas y fundamentadas en títulos legalmente expedidos. Y los colonos que trabajaban como arrendatarios reforzaron su convicción de que esas tierras donde trabajaban eran públicas y habían sido usurpadas del patrimonio público, pasando de la defensiva a la ofensiva a finales de los años veinte y principios de la década del treinta. 

			Son numerosos los trabajos sobre estos conflictos en donde se tipifica una situación caracterizada, entre otros, por:

			
					Despojo de las tierras de pequeños cultivadores por empresarios y terratenientes alegando títulos de concesión (ocupaciones de hecho); 

					Un proceso de concentración de la propiedad rural;

					Dudas sobre los títulos de los terratenientes;

					Los arrendatarios se negaron a pagar sus obligaciones a las haciendas;

					Se afirma el derecho legal de los colonos a cultivar sus parcelas independientemente de las haciendas;

					Trabajadores despedidos de las obras públicas regresan al campo e invaden las partes no cultivadas de las propiedades y se declaran colonos, construyen chozas, limpian los campos y solicitan protección gubernamental contra los ataques de los terratenientes;

					El gobierno investiga los títulos y encuentra que los colonos tenían razón: la mayor parte de las propiedades invadidas o no tenían títulos originales, o los títulos no correspondían a las áreas reclamadas por el ensanche que se hizo de ellas con tierras públicas de manera ilegal a través del tiempo;

					Trámites difíciles y costosos para que los colonos adquirieran las tierras que cultivaban. Había un gran incentivo para que los colonos lucharan por sus tierras, pues, como indica LeGrand, la tierra explotada por colonos valía tres veces más que la cubierta por bosque natural;

					Adjudicación de bosques como baldíos pese a la legislación en contrario;

					Falsificación de títulos (labor difícil de verificar por falta de colaboración de las autoridades); 

					Parte significativa de la tierra de los colonos fue adquirida mediante compras a grandes propietarios de títulos; como en los casos de Sonsón y Abejorral en 1800-1825; en la zona cafetera del Valle del Cauca desde 1920 y las haciendas Tolima y El Chocho, desde 1934.

			

			Lo que propició el movimiento campesino de los años treinta fue el rompimiento de las relaciones sociales atrasadas en el campo, de acuerdo con Bejarano. Esto indicaría que solo cuando el modelo agroexportador ya había generado un capital mínimo para el desarrollo industrial y del mercado interno, se empezaron a superar las trabas estructurales para el desarrollo industrial; fue entonces una ruptura tardía en las relaciones de producción agrarias.

			Pero ese quiebre fue parcial, no cubrió toda la geografía nacional ni todos los sistemas productivos en desarrollo o formación, ni se dio de una manera integral. Los conflictos agrarios alrededor de la propiedad rural y las relaciones de trabajo en el campo están pues totalmente vinculados a ese proceso de transición de una economía precapitalista a otra, en la que las relaciones salariales comandan los procesos productivos en los sectores urbanos y parcialmente en el sector rural.

			POLÍTICAS Y CONFLICTOS: DE LA LEY 200 DE  1936 A LA LEY  135 DE  1961

			Este es un periodo de transición de una sociedad precapitalista a un proceso de modernización capitalista, abierto a partir de la segunda posguerra, y que en el sector rural tendría manifestaciones claras de inversión y desarrollo de mercados a partir de los años cincuenta. También es una época de serios conflictos partidistas que desataron varios tipos de violencias, especialmente la que se intensifica desde la segunda mitad de los años cuarenta hasta los inicios del Frente Nacional, o pacto bipartidista que buscó terminar la confrontación violenta y fratricida entre los dos partidos tradicionales, el Liberal y el Conservador. 

			Es una transición traumática que trascurre en medio de la violencia, los odios partidistas y las incidencias económicas de la Segunda Guerra Mundial. Los conflictos por la tierra volvieron a agitarse, pues la Ley 200 de 1936 no los resolvió sino que los aplazó. Y la política de baldíos y de tierras siguió su proceso casuístico con retrocesos y silencios que ayudaron a seguir consolidando la estructura agraria heredada del siglo XIX con sus características de inequidad y violencia. El campesinado continuó sin una representación política y se abrieron los primeros procesos organizados de autodefensas campesinas con las guerrillas liberales, que crearon los primeros gérmenes de las guerrillas subversivas que irrumpieron en la vida nacional a partir de mediados de los años sesenta. 

			En los años treinta se inició una política marginal de parcelaciones para pequeños propietarios, y no siempre se entregó la tierra de manera gratuita sino a través de créditos del Banco Agrícola Hipotecario y la Caja Agraria. Esa política no modificó la estructura agraria, ni la difícil situación de los colonos y campesinos en las haciendas, especialmente cafeteras de Cundinamarca y Tolima, donde se gestó la mayoría de los conflictos de la época; la ruptura ocurrió cuando los campesinos, bajo el liderazgo de Erasmo Valencia y Juan de la Cruz Varela, crearon las primeras ligas y sindicatos agrarios, bien descritas por Gonzalo Sánchez38, que buscaban liberarse de las condiciones de sumisión y malos tratos en las haciendas. 

			La colonización y la parcelación de algunas haciendas fueron la respuesta gubernamental a las demandas campesinas y la solución de los conflictos en los años treinta y siguientes. Se fundaron varias colonias agrícolas y la legislación buscó en parte defender los derechos de los colonos, al menos en el papel. Según Mariano Arango, entre 1935-1943 el Banco Agrícola Hipotecario parceló en todo el país 217 fincas con 338.126 fanegadas39.

			La Ley 200 de 1936 marca un hito en las políticas estatales sobre tierra, al reconocer la función social de la propiedad, la expropiación sin indemnización por razones de equidad, la extinción del dominio de las tierras otorgadas por el Estado y no explotadas (Acto Legislativo 1 de 1936). Además de la presunción de que no eran baldíos, sino de propiedad privada, los fundos poseídos por particulares, entendiéndose que dicha posesión consiste en la explotación económica del suelo por medio de hechos positivos propios de dueño. De alguna manera la Ley 200 buscó poner orden en la legislación y fijar reglas de juego más claras para la modernización de la propiedad rural; esa era la intención del gobierno liberal de López Pumarejo, no la de adelantar una reforma agraria redistributiva. La protesta y oposición de los propietarios representados por la SAC, la Federación de Cafeteros y la Asociación Patriótica Económica Nacional (APEN) no se hizo esperar. En el Congreso fueron duros opositores a esa legislación, que, según ellos, atentaban contra el derecho de propiedad. Antes de aprobar esa ley, se había expedido una norma (Ley 34 de 1936) que legalizaba la situación de los arrendatarios, autorizando la siembra de café en las parcelas de subsistencia en las haciendas. El Decreto 59 de 1938 precisó los principales aspectos de la Ley 200.

			Las disputas por la tierras disminuyeron en intensidad después de expedida la Ley 200, y miles de aparceros y arrendatarios salieron de las haciendas, algunos porque los propietarios les compraron las mejoras, otros con desalojos violentos cuando se declaraban poseedores de las tierras que ocupaban y solicitaban la prescripción adquisitiva de dominio, y por el temor de los propietarios de que reclamaran derechos de propiedad sobre tierras que se suponían baldías y habían sido apropiadas y legalizadas como privadas. El sistema de aparcerías entró en crisis. Después la SAC y Fedecafe adelantaron una campaña para recuperar ese sistema que, al disminuir la oferta de alimentos local y la mano de obra disponible, implicaba aumento en los precios y en los salarios en las fincas. Ello dio origen a la Ley 100 de 1944, considerada como un retroceso agrario.

			Los años cuarenta representan un retroceso en las reformas liberales; el conservatismo y la violencia se acentuaron en los campos; el poder de la Iglesia católica se manifestó de nuevo de la mano del Partido Conservador, que veía a los liberales como comunistas. Todo ello, con las secuelas de la Segunda Guerra Mundial, llevó a una ingobernabilidad y a la dictadura. Se acentuó el modelo junker de desarrollo agrario y los visos de la modernización agraria aparecieron de la mano de las misiones extranjeras que asesoraron a los gobiernos. A esta década se la puede reconocer como la del retroceso político y de los intentos reformistas de los liberales de los treinta. Allí aparece el asesinato de Gaitán en 1948, la dictadura de Laureano Gómez, y luego la de Rojas Pinilla en los cincuenta. Fueron 20 años de violencia y retroceso político en la débil y escasa democracia en proceso de formación.

			Tres grandes ejes marcan el devenir de la política agraria en los cuarenta: a) las políticas de fomento (Plan Quinquenal de Fomento 1945 y Decreto 1157 de 1940) que impulsan el desarrollo capitalista en el campo; b) el desarrollo institucional que se inicia con la creación del Ministerio de Agricultura en 1947, y c) los retrocesos en la legislación agraria reflejados especialmente en la Ley 100 de 1944 y que van de la mano con el estímulo a la colonización, y la ocupación de baldíos.

			La Ley 100 de 1944 tiene tres elementos centrales: la declaratoria de utilidad pública de los contratos de aparcería y similares; la extensión de la prescripción adquisitiva de dominio en cinco años más (en total 15 años); y aspectos relacionados con la política de parcelaciones. El centro de la ley fue el aplazamiento de la norma expedida por la Ley 200 de 1936 sobre prescripción extintiva de dominio que era de 10 años, y la recuperación de la aparcería. Con ello quedaba aplazada la aplicación de esa norma de la Ley 200 hasta 1952. Pero en la práctica esa norma solo vino a aplicarse en los años sesenta durante el gobierno de Carlos Lleras Restrepo. Lo que sí se aplicó fueron las normas sobre aparcería y la prohibición de sembrar cultivos permanentes por parte de aparceros y arrendatarios en las tierras que cultivaban y que pertenecían a las haciendas. Esa aplicación originó varios conflictos. 

			Según Arango40, y con base en los datos del censo cafetero 1955-1956 y el censo agropecuario de 1960, la Ley 100 ayudó a recuperar la aparcería y los sistemas de arriendo para pequeños productores. También se hizo notorio el impulso a la agricultura capitalista y a la aparcería cafetera.

			La política de baldíos continuó con reglamentaciones sobre el uso de playones e islas, el uso de terrenos con minas, y la modificación de los trámites de baldíos. Ello indica que no hubo ningún cambio significativo en la materia, solo se modificaron los topes de la adjudicación de baldíos, los sitios donde se ubicaron según los periodos, y el ritmo de las adjudicaciones, como lo confirma la gráfica elaborada por Villaveces y Sánchez. Hasta los años treinta las adjudicaciones se mantuvieron en un nivel bajo y con la Ley 200 de 1936 se da un proceso ascendente modesto y la tendencia se acentúa a partir de la Ley 135 de 1961, con una inflexión en los ochenta, cuando declina hasta el 2007; a partir de allí se revierte esa tendencia41. El tamaño de las adjudicaciones tendió a disminuir a través del tiempo, siendo ello muy notorio con la Ley 135 de 1961, que buscaba un efecto redistributivo.

			Villaveces y Sánchez concluyen: “La historia de la adjudicación de baldíos en Colombia a lo largo del siglo XX y hasta la fecha revela el estrecho vínculo entre el reconocimiento del Estado de los procesos de ocupación del territorio y la necesidad de transferir la propiedad de los baldíos a los particulares. Si bien el espíritu de la legislación señala la importancia de adjudicar teniendo en cuenta la ocupación y explotación del terreno, no por esto se privilegia necesariamente la adjudicación a campesinos colonos sin propiedad”. 

			 

			Número de adjudicaciones de baldíos y área total adjudicada (hectáreas) 1901-2012

			[image: ]

			Tomado de Villaveces y Sánchez, op. cit., p. 26. Esta gráfica fue elaborada por los autores con base en el Sistema de Información de Desarrollo Rural (SIDER)-Incoder.

 

			Los conflictos agrarios volvieron a activarse en los cuarenta, pues no habían cambiado las características de la estructura agraria, ni las condiciones de trabajo en el campo, como tampoco se había avanzado en la solución a la inmensa pobreza rural. Las relaciones paternalistas y patriarcales en buena parte de las haciendas persistían en el paisaje agrario, generaban abusos y choques entre hacendados y arrendatarios. Los grupos políticos de izquierda aprovecharon esas situaciones y se erigieron en defensores del campesinado y sus luchas, especialmente el Partido Comunista y la UNIR gaitanista, así como el Partido Socialista Revolucionario. En 1945 el Ministerio de Gobierno registró cerca de 102 organizaciones campesinas.

			El conflicto que tomó más fuerza a mediados de los cuarenta fue el de las demandas laborales de los trabajadores rurales. Los peones trabajaban hasta 12 o 14 horas diarias y algunos propietarios subieron los precios de los arriendos. Los salarios agrícolas se habían estancado e incluso disminuyeron en muchos lugares, y el acceso a servicios de salud y otros registraba una gran precariedad. Los campesinos exigían mejores salarios, cumplimiento de la legislación laboral, vivienda higiénica, libertad para utilizar las tierras (la Ley 100 les prohibió sembrar cultivos permanentes) y parcelación de tierras incultas. Era lo mínimo para una vida digna. Pero la respuesta gubernamental fue pasiva y los funcionarios regionales terciaron a favor de los terratenientes. Se presentó así un gran desencuentro agudizado por la violencia desatada a partir del asesinato de Gaitán y las acciones el gobierno conservador de Ospina Pérez y Laureano Gómez. Esos gobiernos promovieron desde 1948 parcelaciones entre campesinos, pero estos debían ser conservadores. Pobreza y miseria eran los denominadores comunes en el campo, verificados por la Misión del Banco Mundial de 1949, y luego por el Informe Lebret42 a fines de los cincuenta. 

			Gilhodes ha indicado que para 1947 la violencia se había extendido a más de 200 municipios, y habla de “una ofensiva por parte de los latifundistas, cuya intención era arrojar a los campesinos de sus tierras o desquitarse por acontecimientos de años anteriores”43.

			En la segunda posguerra el país emprendió un proceso de modernización productiva que se hizo sentir en la agricultura con la importación de tractores y la construcción de distritos de riego como el de Coello y el Saldaña en el Tolima. La llegada de misiones extranjeras y de fundaciones norteamericanas, así como el Informe sobre el Desarrollo Económico elaborado por el Banco Mundial en 1949 bajo la dirección de Currie, y los informes de la FAO de los años cincuenta, ayudaron a orientar esa modernización siguiendo los patrones norteamericanos. Todo esto requirió de una innovación institucional, iniciada especialmente con la creación del Ministerio de Agricultura en 194744, seguido con la creación de institutos de fomento (algodonero, tabacalero), la creación de nuevas secretarías de agricultura en los departamentos, el impulso de los fondos ganaderos, la creación de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC), y otros.

			Con la excepción de la creación del Instituto de Parcelaciones y Colonización en el gobierno de Ospina Pérez en 1948 (convertido en 1953 en el Instituto de Colonización e Inmigración), que tuvo una vigencia efímera, no se gestó ninguna entidad encargada del tema de tierras. Solo con el Frente Nacional y la creación del Incora en 1963 se abrió la posibilidad de volver sobre ese tema con la idea de hacer una reforma agraria. Por su parte, los gremios de multiplicaron y especializaron a medida que se desarrollaban nuevos cultivos, fortaleciéndose el corporativismo que ya había identificado y analizado Antonio García para los años cuarenta45. Los campesinos no lograron una organización representativa de sus intereses a nivel nacional, y en cambio sufrieron los rigores y consecuencias de la violencia partidista (desarraigo, despojo, violencia y desplazamiento forzado) iniciada en los años cuarenta y acentuada con el asesinato de Gaitán. 

			Los debates sobre el problema de tierras en los cincuenta giraron alrededor de propuestas sobre los impuestos, el uso de las tierras, la política de colonización y de parcelaciones, el manejo de baldíos y el uso de playones y sabanas comunales, así como la expedición de normas sobre rehabilitación de las víctimas de la Violencia. Fue Currie con su informe del Banco Mundial46 quien propuso aumentar el impuesto predial a las tierras indebidamente explotadas, para estimular el cambio en el uso del suelo, pues las tierras fértiles y planas estaban ocupadas por una ganadería extensiva. Además, propuso una renta presuntiva para las actividades agropecuarias. También hubo propuestas del gobierno para aumentar los avalúos prediales. El poder de los propietarios se manifestó de nuevo y no fue posible hacer esos cambios como se pensaban.

			El Decreto 290 de 1957 clasificó las tierras en tres grupos, según su calidad y ubicación, y obligó a cultivar una porción del terreno una vez al año; si ello no se cumplía, el propietario pagaría un impuesto adicional. Esta propuesta no pasó de su fase experimental de cambio en el uso del suelo, y no tuvo efectos en el sector, donde ya se estaba dando un avance en la agricultura capitalista y en grandes y medianos arriendos y aparcerías. 

			En la región del Sumapaz y el Tequendama las luchas agrarias continuaron durante los cincuenta y por lo menos hasta que el Incora intervino con algunos programas de reforma agraria en los sesenta. Las organizaciones campesinas de esas regiones no se plegaron a la amnistía que Rojas Pinilla ofreció a los grupos de autodefensa campesina alzados en armas y orientados por el Partido Liberal y el Comunista, para defenderse del régimen conservador. Estos grupos fueron la base de la creación de las FARC en 1964, en defensa de la opresión y persecución del régimen conservador, especialmente en la región del Tequendama, oriente y sur del Tolima47. 

			Y finalmente, la Ley 2ª de 1959 reglamentó la conservación de los recursos naturales, fijando zonas forestales protectoras y bosques de interés general, definiendo como zonas de reserva forestal una porción importante del territorio nacional que no podían ser intervenidas. Sin embargo, dejaba en manos del Ministerio de Agricultura y el Instituto Geográfico Agustín Codazzi la atribución de ir sustrayendo de las reservas aquellos suelos considerados aptos para la explotación agropecuaria, y que además evitaban conflictos con los colonos. 

			El país careció, casi durante toda su historia, de información sobre la situación agropecuaria y la estructura de tenencia de la tierra. Las políticas practicadas durante el siglo XIX y casi todo el siglo XX se hicieron sin conocimiento de la situación real sobre la tierra, su posesión y uso. Este olvido y descuido estatal no fue casuístico, fue más bien consentido y consciente en las esferas públicas y las élites rurales y urbanas, pues beneficiaba a los grandes propietarios e inversionistas en tierras. Solo con la creación del Frente Nacional en 1957 y después de la Violencia de los cuarenta y cincuenta, apareció una mínima conciencia, especialmente en algunos dirigentes del Partido Liberal, sobre la necesidad de realizar un censo agropecuario (el de 1960) para tener información que sustentara la propuesta de la reforma agraria. 



OEBPS/Images/img_twitter.jpg





OEBPS/Images/img_me_gusta_leer.jpg
megustaleer





OEBPS/Images/img_instagram.jpg





OEBPS/Images/img_facebook.jpg





OEBPS/Images/cubierta.jpg





OEBPS/Images/gr_fica_Absal_n.jpg
10000

00000

00000

700000

om0

s00000

0000

300000

20000

10000

LeyN1s2

Ley13s Lyn <
de 1961 de 1988 bl
oy
s
w1
e
w0
o
Lm0
e
P
s 110
1y
=
s
oo
st
e
588535555388 83333558 558388388838z

200

sy

o0

ey

ey

00

a0m

sm

4m





OEBPS/Misc/page-template.xpgt
 

   

     
	 
    

     
	 
    

     
	 
    

     
         
             
             
             
        
    

  





OEBPS/Images/logo_PRHGE_mini.jpg
Penguin
Random House
GrupoEditorial





